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Cuad.Descripción ActuaciónNo  Proceso Clase de Proceso Demandante   Demandado  
Fecha
Auto


MANUELA ALEJANDRA
MORALES CARDENAS


DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIAACCIONES
POPULARES


03/06/2021
NIEGA MEDIDA CAUTELAR
Auto niega medidas cautelares


05001333301320210012500


MANUELA ALEJANDRA
MORALES CARDENAS


MUNICIPIO DE SAN ANDRES DE
CUERQUIA


ACCIONES
POPULARES


03/06/2021
NIEGA MEDIDA CAUTELAR
Auto niega medidas cautelares


05001333301320210012500


GERARDO HERRERA NOTARIO OCTAVO DE MEDELLINACCIONES
POPULARES


03/06/2021
INADMITE, CONCEDE TERMINO PARA CORREGIR
Auto inadmitiendo la demanda


05001333301320210017400
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 


RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 


 
JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 


 


Medellín, tres (3) de junio de dos mil veintiuno (2021) 


 


Medio de control Protección de los derechos e intereses colectivos 


Demandante Gerardo Herrera 


Demandado Notario Octavo del Circulo de Medellín 


Radicado 05001-33-33-013-2021-00174-00 


Asunto Inadmite demanda  


 


Se avoca conocimiento del presente medio de control para la protección de los derechos 


e intereses colectivos, consagrado en el artículo 144 del CPACA, que interpone el señor 


GERARDO HERRERA, en contra del NOTARIO OCTAVO DE MEDELLIN, por la 


presunta vulneración de los derechos colectivos contemplados en los literales m), d), l) 


del artículo 4 de la Ley 472 de 1998, el incumplimiento de los artículos 5 y 8 de la Ley 


982 de 2005 y artículo 13 de la Constitución Política, al no contar con interprete y guía 


intérprete. 


 


La demanda fue presentada ante la jurisdicción ordinaria y correspondió por reparto al 


Juzgado 1° Civil del Circuito de oralidad de Medellín, quien mediante auto del 18 de 


mayo de 2021 dispuso su rechazo por falta de jurisdicción y ordenó su remisión a los 


Juzgados Administrativos. 


 


Por acta de reparto con secuencia 3961 del 1° de junio de 2021, se asignó el 


conocimiento del presente asunto a esta agencia judicial, en consecuencia, al realizar el 


estudio de admisibilidad, se advierte de conformidad con lo establecido en el artículo 20 


de la Ley 472 de 1998, en concordancia con la Ley 1437 de 2011, que la demanda 


adolece de varios requisitos, así: 


 


 En cumplimiento a lo ordenado en el inciso tercero del artículo 144 del CPACA1, 


para acudir ante la jurisdicción en acción popular, se requiere que previamente 


el actor haya solicitado a la autoridad administrativa adoptar las medidas 


necesarias para la protección del derecho o interés colectivo amenazado o 


violado y que transcurridos 15 días, la autoridad no haya atendido la reclamación 


o se niegue a hacerlo. 


 


Revisado el contenido de la demanda, no se hace mención alguna sobre el 


cumplimiento de dicha exigencia y menos se anexa documento que acredite el 


requisito de procedibilidad.  Tampoco se sustentó su no realización, con 


                                                 
1 “Artículo 144 Protección de Derechos e intereses Colectivos. 


(…) 


Antes de presentar la demanda para la protección de los derechos e intereses colectivos, el demandante 


debe solicitar a la autoridad o al particular en ejercicio de funciones administrativas que adopte las 


medidas necesarias de protección del derecho o interés colectivo amenazado o violado. Si la autoridad no 


atiende dicha reclamación dentro de los quince (15) días siguientes a la presentación de la solicitud o se 


niega a ello, podrá acudirse ante el juez. Excepcionalmente, se podrá prescindir de este requisito, cuando 


exista inminente peligro de ocurrir un perjuicio irremediable en contra de los derechos e intereses 


colectivos, situación que deberá sustentarse en la demanda.” 
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fundamento en la existencia de inminente peligro de la ocurrencia de un perjuicio 


irremediable. 


 


 Adicionalmente, no se hace precisión en el derecho o interés colectivo 


amenazado, toda vez que si bien se enuncian unos literales2 del artículo 4 de la 


Ley 472 de 1998, de la simple lectura de los mismos no se evidencia la 


vulneración alegada en el caso particular, lo que exige un mayor análisis a cargo 


de la parte actora y elección adecuada de los derechos que invoca, de cara a la 


indicación concreta de los hechos, actos y omisiones que motivan su petición. 


 


 Sumado a lo anterior, en el acápite de las pretensiones solicita dar cumplimiento 


a la norma que se cita (Ley 982 de 2005, artículos 5 y 8), pretensión propia de la 


acción de cumplimiento consagrada en artículo 146 de la Ley 1437 de 20113.  Por 


tanto, se hace necesario ajustar la demanda al objeto preciso de una acción 


popular, a efectos de evitar inconsistencias y una indebida acumulación de 


pretensiones. 


 


 Además, no se observa el cumplimiento de lo dispuesto en el numeral 8 del 


artículo 162 de la Ley 1437 de 20114, adicionado por la Ley 2080 de 2021.  


 


Por lo anterior, se INADMITE la demanda para que en el término de tres (3) días 


contados a partir del día siguiente al de la notificación del presente auto, la parte 


interesada proceda de la siguiente manera:  


 


PRIMERO. ACREDITAR el agotamiento de la solicitud expresa ante el Notario 


Tercero de Medellín, para la adopción de medidas que pongan fin a la vulneración o 


amenaza de los derechos colectivos cuyo amparo se pretende, de conformidad con lo 


dispuesto en el inciso tercero del artículo 144 de la ley 1437 de 2011, pues solo así 


puede advertirse su renuencia y justificarse la puesta en conocimiento del asunto ante 


la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 


 


SEGUNDO. INDICAR de manera clara y precisa los derechos e intereses colectivos 


amenazados o vulnerados, de conformidad con lo expuesto en precedencia. 


 


                                                 
2 “Articulo 4o. Derechos e Intereses Colectivos. Son derechos e intereses colectivos, entre otros, los 


relacionados con: 


(…) 


d) El goce del espacio público y la utilización y defensa de los bienes de uso público; 


(…) 


l) El derecho a la seguridad y prevención de desastres previsibles técnicamente; 


(…) 


m) La realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando las disposiciones 


jurídicas, de manera ordenada, y dando prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los habitantes; 


(…)” 
3 “Artículo 146. Cumplimiento de normas con fuerza material de ley o de actos administrativos. Toda 


persona podrá acudir ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, previa constitución de 


renuencia, para hacer efectivo el cumplimiento de cualesquiera normas aplicables con fuerza material de 


ley o actos administrativos.” 
4 “8. <Numeral adicionado por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021. El nuevo texto es el siguiente:> El 


demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por medio electrónico copia de 


ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando se soliciten medidas cautelares previas o se 


desconozca el lugar donde recibirá notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el 


demandante cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El secretario velará por 


el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal 


digital de la parte demandada, se acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos. 


En caso de que el demandante haya remitido copia de la demanda con todos sus anexos al demandado, al 


admitirse la demanda, la notificación personal se limitará al envío del auto admisorio al demandado.” 



http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2080_2021.html#35
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TERCERO. AJUSTAR el contenido de la demanda y las pretensiones al objeto preciso 


de la acción popular, para evitar indebida acumulación de pretensiones o confusiones 


respecto al medio de control de cumplimiento de normas con fuerza material de ley o 


actos administrativos consagrada en el artículo 146 de la Ley 1437 de 2011. 


 


CUARTO. ACREDITAR el envío por medio electrónico de la demanda a la parte 


demandada, en cumplimiento de lo dispuesto en el numeral 8 del artículo 162 de la Ley 


1437 de 2011, adicionado por la Ley 2080 de 2021.  


 


 


QUINTO. REMITIR copia del memorial de cumplimiento de requisitos a la 


demandada, conforme a lo ordenado en el numeral 8 del artículo 162 de la Ley 1437 de 


2011, adicionado por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021 


 


Se advierte que, ante el incumplimiento de lo anterior, se procederá al rechazo de la 


demanda.  


  


 


NOTIFÍQUESE 


 


 


 


 


JOHN ALEXANDER CEBALLOS GAVIRIA  


Juez 


 


 


 
La anterior providencia se notificó por inserción en ESTADO ELECTRÓNICO el día 4 de JUNIO de 2021 


en cumplimiento de lo ordenado por el art. 201 del CPACA (modificado por el art. 50 de la Ley 2080 de 


2021) 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 


RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 


   
JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DE MEDELLÍN 


 


Medellín, tres (3) de junio de dos mil veintiuno (2021)  


  


  


Medio de control Protección de derechos e intereses colectivos 


Demandante Manuela Alejandra Morales Cárdenas  


Demandado Municipio de san Andrés de Cuerquia – Antioquia y 


Departamento de Antioquia  


Radicado 05001-33-33-013 - 2021 - 00125 - 00 


Asunto Resuelve solicitud de medida cautelar -concede 


 


 


I. ANTECEDENTES 


 


En ejercicio del medio de control de Protección de derechos e intereses colectivos, la 


señora Manuela Alejandra Morales Cárdenas solicita1 que se protejan los derechos 


colectivos a la seguridad y salubridad públicas, moralidad administrativa, defensa al 


patrimonio público, el acceso a los servicios públicos y a que su prestación sea 


eficiente y oportuna, el  derecho  a  la  seguridad  y  prevención  de  desastres  


previsibles técnicamente  


 


 


1.1. MEDIDA CAUTELAR 


 


En escrito independiente2, fue presentada la solicitud de medida cautelar en los 


siguientes términos  


 


“SE ORDENE AL MUNICIPIO DE SAN ANDRES DE CUERQUIA –


ANTIOQUIA QUE EJECUTEN LOS ACTOS NECESARIOS DE (sic) 


CONFORMIDA CON LA LEY 1575 DEL 2012, ARTICULO 3 Y DEMAS 


NORMAS COMPLEMENTARIAS, QUE PERMITAN QUE DENTRO DE LAS 


SIGUIENTES 72 HORAS SE PRESTE EL SERVICIO PUBLICO ESENCIAL 


BOMBERIL EN EL MUNCIPIO.” 


 


1.2. TRÁMITE DE LA SOLICITUD DE LA MEDIDA CAUTELAR. 


 


                                                 
1 https://etbcsj-


my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/ER721d2NAMNJs9T2qiUTb


z0Br7RxsP4log2C0C6s3Q6NDw?e=BH8e4g  
2https://etbcsj-
my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EULQ1v9sThZPn-gHKUha7-


cBO1I2qkEf801HCRuxrxuTfw?e=6GkQLr. 
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Mediante auto del veinte (20) de abril de 20213, se corrió traslado por cinco (5) días 


de la solicitud de medida cautelar. El once (11) de mayo de los corrientes, se efectuó 


la notificación personal del auto admisorio de la demanda junto con la providencia 


de traslado de la medida, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 291 de la Ley 


1564 de 2012.  


 


El DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA4, indico que la solicitud de medida cautelar 


se encuentra debidamente sustentanda; que la normatividad es clara en indicar que 


la prestación del servicio bomberil le corresponde al ente Municipal; que los principios 


de subsidiariedad, concurrencia y complementariedad, se dan en la medida de la 


iniciativa del ente municipal cuando vea superada sus capacidades y a la fecha no 


se evidencia que el Municipio se hubiese actuado según manda la normatividad para 


la prestación el servicio, no siendo viable suplantar a la Municipalidad en la 


prestación de dicho servicio. 


 


Por su parte, el municipio de san Andrés de Cuerquia no se pronuncio. 


 


 


II. CONSIDERACIONES 


 


2.1. Las medidas cautelares en el Proceso Contencioso Administrativo 


 


La Ley 1437 de 2011 contempla la posibilidad de decretar medidas cautelares, en 


atención a que algunos asuntos, podrían requerir de actuaciones urgentes y 


necesarias para proteger y garantizar el objeto del proceso y la efectividad de la 


sentencia.    


 


De acuerdo con la norma, las medidas cautelares se clasifican en preventivas, 


cuando impiden que se consolide una afectación a un derecho; conservativas, si 


buscan mantener o salvaguardar un statu quo; anticipativas, de un perjuicio 


irremediable, por lo que vienen a satisfacer por adelantado la pretensión del 


demandante; y de suspensión, que corresponden a la medida tradicional en el 


proceso contencioso administrativo de privación temporal de los efectos de una 


decisión administrativa.5 


 


En cuanto a los criterios de aplicación que debe seguir el Juez para la adopción de 


la medida, la Sala Plena del Consejo de Estado, en providencia de 17 de marzo de 


2015 (Expediente nro. 2014-03799, Consejera ponente: doctora Sandra Lisset Ibarra 


Vélez), señaló: 


 


“(…) La doctrina también se ha ocupado de estudiar, en general, los criterios 


que deben tenerse en cuenta para el decreto de medidas cautelares, los 


cuales se sintetizan en el fumus boni iuris y periculum in mora. El primero, 


                                                 
3 https://etbcsj-


my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EWb0ErT1h8NFgltt2oowHb


MBkozDc3ccCFlsdY2DZarhHw?e=OeK4Em  
4 https://etbcsj-
my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EcCtTYskbL9LreOTSU19k4MB
GI9OGSoya1qES7BIFFHE5A?e=dOlNa7  
5 Artículo 230 del CPACA. 



https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EWb0ErT1h8NFgltt2oowHbMBkozDc3ccCFlsdY2DZarhHw?e=OeK4Em

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EWb0ErT1h8NFgltt2oowHbMBkozDc3ccCFlsdY2DZarhHw?e=OeK4Em

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EWb0ErT1h8NFgltt2oowHbMBkozDc3ccCFlsdY2DZarhHw?e=OeK4Em

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EcCtTYskbL9LreOTSU19k4MBGI9OGSoya1qES7BIFFHE5A?e=dOlNa7

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EcCtTYskbL9LreOTSU19k4MBGI9OGSoya1qES7BIFFHE5A?e=dOlNa7

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EcCtTYskbL9LreOTSU19k4MBGI9OGSoya1qES7BIFFHE5A?e=dOlNa7
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o apariencia de buen derecho, se configura cuando el Juez encuentra, luego 


de una apreciación provisional con base en un conocimiento sumario y juicios 


de verosimilitud o probabilidad, la posible existencia de un derecho. El 


segundo, o perjuicio de la mora, exige la comprobación de un daño ante el 


transcurso del tiempo y la no satisfacción de un derecho. (…)”6 (Negrillas 


fuera del texto). 


 


Adicionalmente, la Sección Tercera de esa Corporación, mediante auto de 13 de 


mayo de 20157, sostuvo que además de verificar los elementos tradicionales de 


procedencia de la medida, se debe hacer el estudio de ponderación y sus 


subprincipios integradores de idoneidad, necesidad y proporcionalidad, 


 


Conforme a la Jurisprudencia relacionada, en el examen de procedibilidad de la 


medida solicitada, deberá verificarse la concurrencia de los elementos que ameritan 


la imposición de la cautela, a saber: (i) fumus boni iuris, o apariencia de buen 


derecho, (ii) periculum in mora o perjuicio de la mora, y (iii) la ponderación de 


intereses. 


 


 


2.2. Procedencia de las medidas cautelares en procesos de Protección de 


derechos e intereses colectivos 


 


Sobre los elementos que deben concurrir para la procedencia de medidas cauteles 


en el medio de control de protección de derechos e intereses colectivos el Consejo 


de Estado, en providencia de 2 de mayo de 2013 dentro del radicado 68001-23-31-


000-2012-00104-01(AP)A, señaló: 


 


“Los mencionados presupuestos para la procedencia de una medida 


cautelar, de acuerdo con la citada normativa, hacen relación a lo siguiente: 


a) en primer lugar, a que esté debidamente demostrado en el proceso la 


inminencia de un daño a los derechos colectivos o que el mismo se haya 


producido, esto con el fin de justificar la imposición de la medida cautelar, el 


cual es prevenir aquel daño que está por producirse o a hacer cesar aquel 


que ya se consumó; b) en segundo lugar, que la decisión del juez al decretar 


la medida cautelar este plenamente motivada; y c) en tercer lugar, para 


adoptar esa decisión, el juez debe tener en cuenta los argumentos contenidos 


en la petición que eleve el demandante, para que se decrete tal medida, lo 


                                                 
6 Providencia de 17 de marzo de 2015, Expediente nro. 2014-03799, Consejera ponente: doctora Sandra 
Lisset Ibarra Vélez. 
7 Consejo de Estado – Sección Tercera. Auto del 13 de mayo de 2015. Expediente nro. 2015-00022. C.P. 


Jaime Orlando Santofimio Gamboa 


 «[…] Lo anterior quiere significar que el marco de discrecionalidad del Juez no debe entenderse como de 


arbitrariedad, razón por la cual le es exigible a éste la adopción de una decisión judicial suficientemente 


motivada, conforme a los materiales jurídicos vigentes y de acuerdo a la realidad fáctica que la hagan 


comprensible intersubjetivamente para cualquiera de los sujetos protagonistas del proceso y, además, que 


en ella se refleje la pretensión de justicia, razón por la cual es dable entender que en el escenario de las 


medidas cautelares, el Juez se enfrenta a la exposición de un razonamiento en donde, además de verificar 


los elementos tradicionales de procedencia de toda cautela, es decir el fumus boni iuris y el periculum in 


mora, debe proceder a un estudio de ponderación y sus sub principios integradores de idoneidad, 


necesidad y proporcionalidad stricto sensu, ya que se trata, antes que nada, de un ejercicio de 


razonabilidad. (Negrillas no son del texto). 
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cual, lógicamente, no obsta para que el juez oficiosamente, con arreglo a los 


elementos de juicio que militen en la actuación, llegue al convencimiento de 


la necesidad de decretar una medida cautelar y proceda en tal sentido.” 


 


Por su parte, el artículo 231 de la Ley 1437 de 20018, consagra los requisitos para 


decretar las medidas cautelares. 


 


 


 


III. CASO CONCRETO. 


 


 


La parte demandante solicita que se ordene la ejecución de los actos necesarios de 


conformidad con el articulo 3 de la ley 1575 del 2012 y demás normas 


complementarias, que permitan que dentro de las siguientes 72 horas se preste el 


servicio público esencial bomberil en el municipio de san Andrés de Cuerquia.  


   


Para la procedencia de la medida cautelar, es indispensable que las 


argumentaciones, documentaciones o informaciones allegadas por el interesado 


lleven a concluir al Juzgador, sin dubitación alguna, que resultaría más gravoso al 


interés público negar la medida que concederla, circunstancia que se cumple en el 


presente caso. 


 


A la luz del artículo 3 de la ley 1575 de 2012 se  cataloga a las instituciones 


bomberiles y sus servicios, como un servicio público esencial, calificación que 


conlleva una connotación primordial en cuanto a su prestación permanente para así 


garantizar de forma efectiva  el derecho que por conducto de dicho servicio se presta. 


 


Sobre las características de un servicio público calificado como esencial la Corte 


Constitucional en sentencia C-450 de 1995 expuso lo siguiente:  


 


“El carácter esencial de un servicio público se predica, cuando las actividades 


que lo conforman contribuyen de modo directo y concreto a la protección de 


bienes o a la satisfacción de intereses o a la realización de valores, ligados 


con el respeto, vigencia, ejercicio y efectividad de los derechos y libertades 


                                                 
8 “Artículo 231. Requisitos para decretar las medidas cautelares. Cuando se pretenda la nulidad de un 


acto administrativo, la suspensión provisional de sus efectos procederá por violación de las disposiciones 


invocadas en la demanda o en la solicitud que se realice en escrito separado, cuando tal violación surja 


del análisis del acto demandado y su confrontación con las normas superiores invocadas como violadas o 


del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. Cuando adicionalmente se pretenda el 


restablecimiento del derecho y la indemnización de perjuicios deberá probarse al menos sumariamente la 


existencia de los mismos. 


En los demás casos, las medidas cautelares serán procedentes cuando concurran los siguientes requisitos: 


1. Que la demanda esté razonablemente fundada en derecho. 


2. Que el demandante haya demostrado, así fuere sumariamente, la titularidad del derecho o de los 


derechos invocados. 


3. Que el demandante haya presentado los documentos, informaciones, argumentos y justificaciones que 


permitan concluir, mediante un juicio de ponderación de intereses, que resultaría más gravoso para el 


interés público negar la medida cautelar que concederla. 


4. Que, adicionalmente, se cumpla una de las siguientes condiciones: 


a) Que al no otorgarse la medida se cause un perjuicio irremediable, o 


b) Que existan serios motivos para considerar que de no otorgarse la medida los efectos de la sentencia 


serían nugatorios.” 
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fundamentales. El derecho de los trabajadores a hacer la huelga con el fin de 


mejorar sus condiciones de trabajo y sociales, si bien representa un derecho 


constitucional protegido, en el sentido de que contribuye a la realización 


efectiva de principios y valores consagrados en la Carta, no es oponible a los 


derechos fundamentales de los usuarios de los servicios públicos, por el 


mayor rango que estos tienen en el ordenamiento constitucional. Además, es 


mayor el perjuicio que se causa en sus derechos fundamentales a los 


usuarios, cuando aquéllos son afectados, que los beneficios que los 


trabajadores derivan de la huelga para mejorar sus condiciones de trabajo.” 


 


No hay que hacer profundos análisis para concluir que la no prestación de un servicio 


público esencia a determinada comunidad la pone en un inminente riesgo o peligro, 


como lo es la ausencia del servicio de bomberos. 


 


En este panorama, se torna necesario tomar las medidas pertinentes tendientes a 


desaparecer dicho riesgo, pues si bien se acredita que en vigencias anteriores, la 


contratación con un cuerpo de bomberos voluntarios, a la fecha no se advierte la 


vigencia de convenio alguno. 


 


Tampoco se pierde de vista el artículo 3 de la citada ley, que los Departamentos en 


materia de prestación del servicio de bomberos, tienen las funciones de coordinación 


y complementariedad de la acción para con los municipios además de contribución 


financiera en procura de fortalecimiento del cuerpo de bomberos. 


 


Aunado a lo anterior, en virtud del mismo artículo y atendiendo al principio de 


subsidiariedad, los municipios con menos de 20.000 habitantes cuentan con el apoyo 


técnico del Departamento y la financiación del fondo departamental y/o nacional de 


bomberos, para asegurar la prestación del servicio. 


 


Así las cosas se hace preciso ordenar la medida cautelar, no obstante no puede 


perderse de vista que la citada normativa exige la realización de convenios,  lo que 


implica actuaciones y gestiones administrativas.   


 


Bajo este contexto se ordenara la medida, en el sentido de ordena al Municipio de 


san Andrés de Cuerquia  que dentro de los 15 días hábiles siguientes a la notificación 


de la presente decisión, acredite la suscripción de convenio administrativo que 


garantice la prestación del servicio de bomberos y en caso de que sus condiciones 


técnicas administrativas y financieras impidan la suscripción de dicho convenio, 


deberá acudir el Departamento de Antioquia, para que solicite el respectivo apoyo 


en ejercicio de las funciones de coordinación y complementariedad, dentro del 


mismo término. 


 


En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 


DE MEDELLÍN, 


 


RESUELVE: 


 


PRIMERO. DECRETAR LA MEDIDA CAUTELAR solicitada en la parte de 


conformidad con los siguientes parámetros. 
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SEGUNDO. ORDENAR al municipio  de SAN ADRES DE CUERQUIA que dentro 


de los 15 días hábiles siguientes a la notificación de la presente providencia, acredite 


la suscripción de convenio administrativo que garantice la prestación del 


servicio de bomberos y en caso de que sus condiciones técnicas administrativas y 


financieras lo impidan, deberá acudir el Departamento de Antioquia para que solicite 


el respectivo apoyo en ejercicio de las funciones de coordinación y 


complementariedad, dentro del mismo término. 


 


 


NOTIFÍQUESE  


 


 


   


JOHN ALEXANDER CEBALLOS GAVIRIA   


Juez  


  


  


  
La anterior providencia se notificó por inserción en ESTADO ELECTRÓNICO el día 4 de junio de 2021 en 


cumplimiento de lo ordenado por el art. 201 del CPACA (modificado por el art. 50 de la Ley 2080 de 2021)  


  


 






